Carátula 


(Ingresan a Sala representantes de la Cámara de Industrias y de la Cámara Nacional de 
Comercio del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene mucho gusto en 
recibir a los representantes de la Cámara de Industrias y de la Cámara Nacional de Comercio del 
Uruguay, que en esta ocasión se han asociado para responder rápidamente a nuestra convocatoria a 
efectos de intercambiar ideas sobre el proyecto de ley por el que se otorgan licencias especiales a los 
trabajadores de la actividad privada. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MAILHOS.- Antes que nada, quiero aclarar que soy Gerente de Asuntos Laborales de la 
Cámara de Comercio y, lógicamente, agradezco a esta Comisión la oportunidad que nos da para 
expresarnos sobre este proyecto de ley referido al otorgamiento de Licencias Especiales para 
Trabajadores de la Actividad Privada. 


En una primera instancia, valoramos como importantes las licencias especiales que se 
regulan en el proyecto de ley, porque entendemos que son valiosas para la vida del trabajador y, a 
nuestro juicio, son bien susceptibles de ser reguladas. Sin embargo, discrepamos con un problema de 
forma. 


Tradicionalmente, al menos en el comercio -y creo que en la industria también- estos temas se 
han regulado a través de la negociación, sea ésta por convenio colectivo -de lo que hay sobradas 
experiencias en la materia- o por el diálogo individual del trabajador con la empresa. Normalmente, 
estas licencias especiales se regulan de las dos maneras en la actividad comercial y en la de los 
servicios. 


Por lo tanto, la primera apreciación que hacemos es de forma. Nos parece que no es 
necesario un proyecto de ley que establezca estas licencias especiales para los trabajadores de la 
actividad privada, y ligamos esto con el último artículo, en la medida en que ellas son reguladas por ley 
y se establece que la ley es de orden público. A nuestro juicio, estos dos hechos -que se regulen por 
ley y ésta sea de orden público- le agregan un elemento de rigidez importante. 


Creo que no es conveniente que el proyecto de ley establezca que estas licencias especiales 
tienen la característica de ser pagas. Este hecho tendría un significado que no sería para nada neutro 
para las empresas, sino que impactaría directamente, tanto sobre los costos laborales, como en la 
competitividad de las propias empresas. La realidad de las últimas épocas ha registrado un fuerte 
incremento de los costos laborales para el empresario, además de un aumento -que podemos 
catalogar de considerable- de la presión fiscal; si a ello sumamos el análisis de otro tipo de incrementos 
-como por ejemplo los que refieren a fuentes energéticas o a combustibles- terminamos presentando 
un panorama de alza generalizada de costos para las empresas. 


En función de lo expuesto, no nos parece conveniente que se disponga que estas licencias, 
además de ser de orden público, sean pagas, dado que contribuyen a elevar el costo de las empresas. 


A continuación, quiero hacer especial referencia a algunos de estos tipos de licencia. 


En primer lugar, voy a hablar de la licencia especial de doce días por año civil de que gozan 
los estudiantes para rendir sus pruebas. Lamentablemente, este tipo de licencia por estudio establecida 
por ley, siendo ésta de orden público, podrían llegar a generar un impacto negativo a la hora de que las 


empresas decidan tomar gente que estudie; ello podría tener un efecto discriminatorio contra aquella 
persona que, en busca de empleo, pueda ver limitada su posibilidad de acceso si el empresario llegase 
a conocer su situación de estudiante. Esta es una de las cuestiones que nos preocupa mucho. 
Normalmente, una persona puede presentar dos condiciones respecto a su situación de estudiante: 
que esté estudiando alguna materia vinculada directamente con el puesto de trabajo al cual ingresaría, 
en cuyo caso al empleador no le importaría demasiado que esa persona estudie; o que esté estudiando 
algo no directamente relacionado con el puesto que desea ocupar, frente a lo cual, mucho tememos 
que por una cuestión natural -como es la racionalidad que tenemos los agentes, sobre lo que tantas 
veces nos han enseñado los economistas- la señal estuviera en contra de esa persona que está 
estudiando porque quiere superarse y lograr una realización personal. En realidad, ella se vería 
impedida de acceder a un puesto de trabajo porque su condición de estudiante podría ser considerada 
como una disminución de sus posibilidades de acceso al trabajo. 


En otro orden de cosas, consideramos importante mencionar un elemento general de todo el 
proyecto de ley, que es el que refiere a la libre disponibilidad de las licencias por parte del trabajador. 
Esto afecta directamente el poder de decisión del empresario y la organización del trabajo dentro de la 
empresa, lo que representa una verdadera preocupación. 


Lo mismo debemos decir en cuanto a la oportunidad de la percepción de los haberes de 
licencia con antelación al período en el cual el trabajador decide gozarla, dado que implica, al menos, 
alteraciones de las labores de administración de la empresa. En todo caso, sería mucho más 
conveniente que se estableciera que el pago de los haberes de licencia se realizará en forma conjunta 
con el de los haberes del mes en el que se podría gozar de ella. 


En consecuencia -no quiero extenderme demasiado en mi intervención- entendemos que 
este proyecto de ley, tal como está redactado, no es el más adecuado, pues afecta las tradiciones y la 
cultura que han existido siempre en el sector comercio y servicios, así como también en la industria, en 
cuanto a la negociación por convenio colectivo y en contratos individuales. Además, el hecho de que se 
establezca por ley y que ésta sea de orden público, le otorga rigidez al mercado de trabajo. También 
implica aumentar los costos -ya bastante incrementados por otros motivos- de la actividad de las 
empresas. Y, finalmente, puede constituir, en cierto sentido, una eventual fuente de discriminación para 
aquella persona que busca empleo y se encuentra estudiando, fundamentalmente en aquellos casos 
en los que ese estudio no esté directamente vinculado con la actividad para la cual se está postulando. 


Ante todo, queríamos hacer estas reflexiones; luego, en el transcurso del debate, de pronto 
podemos hacer algún otro aporte. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- Buenas tardes. 


En mi calidad de Asesor de la Cámara de Industrias del Uruguay quiero, ante todo, ratificar lo 
que ha dicho el doctor Mailhos, agradeciendo también por esta oportunidad que se nos brinda de dar 
nuestra opinión sobre el proyecto de ley que se encuentra a consideración de esta Comisión del 
Senado. 


Con relación a los temas de fondo y forma, señalamos lo siguiente. 


A partir del año 2005, se han dictado entre catorce y quince normas que han provocado una 
verdadera transformación del Derecho del trabajo; todas ellas, lamentablemente, recogen los derechos 
-legítimos, por supuesto- de una sola de las partes, olvidando el derecho de los empleadores. Ese es el 
contexto en el que está a consideración la presente iniciativa. 


En lo que respecta al contenido, podemos compartir el espíritu o la intención que anima estas 
licencias, pero lo cierto es que el proyecto nace en un contexto realmente complicado, complejo, difícil, 
y que tiene un costo que siempre es pagado por la empresa. 


Entre esas catorce o quince normas que mencioné -sin perjuicio de algunas otras que 
también están a consideración del Parlamento- podríamos decir que la principal es la ley de 
negociación colectiva, que ha sido nominada como una ley de relaciones laborales o de modemización 
del sistema de relaciones laborales. Ahora bien, desde el sector empresarial, siempre hemos sostenido 
que el Uruguay perdió la oportunidad histórica de dotarse de un sistema de relaciones laborales 
armónico y sistémico, y optó por una catarata normativa asistémica y contradictoria, cuyos efectos - 
necesaria y lamentablemente- terminarán viéndose en los tribunales. En definitiva, seremos los 
abogados los que trataremos de interpretar qué quiso decir el Legislador y cuál fue el espíritu que lo 
animó; a su vez, será el señor Magistrado el que deberá aplicar una norma que, por haber sido dictada 
asistémicamente, puede llegar a contradecirse con convenios, decretos, leyes, etcétera, sin perjuicio - 
por supuesto- de aplicar siempre la pirámide normativa. 


Es en ese contexto, repito, que aparece esta nueva norma. 


Decíamos que, a nuestro criterio, Uruguay perdió la oportunidad histórica -por no tener un 
sistema normativo como un código de trabajo, y contar con normas aisladas- de tener un moderno 
sistema de relaciones laborales que, por ensayo y error, otras legislaciones ya tienen. Se hubiera 
podido aprovechar esa experiencia para tener un adecuado sistema que nos permitiera compatibilizar 
convenios de empresas -que ya cuentan con muchas de estas normas- con nuevas leyes que estaban 
sometidas a consideración del Parlamento, recogiendo de alguna forma intereses, aportes y 
expectativas de los dos actores sociales. Quizás muchas de estas licencias están contenidas en 
algunos convenios y en otros no, porque depende del sector y de la empresa. Pero está claro que era 
una materia más de negociación que hoy se saca del ámbito legítimo de discusión, de análisis, de 
valoración, para pasar a ser impuesta en una tabla rasa para todas las situaciones por igual. 


Precisamente, creemos que el convenio colectivo recoge la posibilidad de aplicar para cada 
situación, para cada empresa y para cada sector de actividad, una solución que tal vez no sea la más 
feliz, la más práctica o la más pragmática para otro caso. A veces, el tratamiento en forma igualitaria 
para situaciones desiguales, lo que provoca es, precisamente, desigualdad. 


Haciendo referencia concreta al proyecto de ley, creo que se debería ser un poco más 
específico -ya lo señaló el doctor Mailhos y concuerdo con él, por lo que no quiero abundar en ello- en 
el artículo 2% en lo que refiere a la licencia por estudio. Si bien, en general, parece compartible el 
concepto allí expuesto, en muchos casos puede llegar a colidir con algunos convenios que establecen 
licencias por estudio, pero que son especificamente para aquellos casos en los que se capacita al 
personal para la tarea que fue contratado o que, en definitiva, le permita un crecimiento o desarrollo 
personal en el seno de esa misma empresa. Creemos que esta licencia genérica que figura en el 
artículo 2% -no vamos a discutir el número de días, 12, 15, 3, ó 5, porque es arbitrario- debe ser más 
precisa, y que se debe priorizar la licencia especial por estudio vinculada a la tarea, a la actividad, al 
oficio, al desarrollo personal en esa empresa. Se nos podrá decir, legítimamente, que es importante 
para un país, para una nación, capacitar a la gente, pero lo que podemos discutir es quién asume el 
costo de esa capacitación. Entonces, no vamos a discutir ni el espíritu ni el número de días -pueden 
ser 5, 12 ó 28, repito- pero sí quién debe hacerse cargo de la capacitación, porque el artículo 2* se 
refiere en términos genéricos a la Enseñanza Secundaria Básica y Superior y a la Educación Técnico- 
Profesional. 


Quiero plantear la posibilidad -no sé si el Cuerpo pensó en ello- de que este proyecto de ley 
sea susceptible de algún decreto reglamentario, ya que nos preocupan expresiones genéricas como “y 
otros de análoga naturaleza”, así como el concepto establecido en el artículo 2? que establece que las 


personas que solicitan esta licencia lo hacen por razones de “examen o prueba de revisión, evaluación 
o similares”. Las expresiones “similares” o “de análoga naturaleza”, son de una generalidad tal, que 
lamentablemente, si no se precisan, tienen dos vías de solución y ambas implican un conflicto de 
intereses. Una de ellas es un conflicto colectivo en el seno de la empresa, y la otra, también una 
situación conflictiva en un tribunal. El riesgo de la precisión es que nos quede afuera alguna situación 
que se quiera contemplar, pero tenemos que evaluar qué es más peligroso, si dejar afuera algún caso 
o promover situaciones conflictivas, tanto a nivel colectivo como individual. 


Manifestamos nuestra disposición a buscar algunos conceptos que puedan acotar estos 
términos, evitando situaciones que los abogados sabemos que necesariamente se van a producir. 
Tenemos una realidad empresarial cuya casuística es infinita y absolutamente imposible de prever, y 
creemos que esto no abona el sentido de la solución, o de la prevención -ya que el término está tan de 
moda- de situaciones conflictivas. 


Considero que, básicamente, he expuesto los aspectos sustanciales. 


Reitero nuevamente que, en nuestra opinión, existe muchísima materia para regular en el 
campo del Derecho del trabajo, en algunos casos debido a ausencias normativas y, en otros, porque 
las normas deben ser aggiornadas y adecuarse a una de las realidades más cambiantes dentro del 
Derecho; quizás la rama del Derecho Civil o de Familia -por citar ejemplos- no avancen tan dinámica y 
rápidamente como lo hace la del Derecho Laboral. 


En resumen, pensamos que el convenio colectivo daría lugar a una herramienta ágil, 
moderna, pragmática, que recoge, siempre y necesariamente -porque lo hace por definición- el aporte 
de las partes. 


Por ahora, muchas gracias. 


SEÑOR MAILHOS.- Quisiera efectuar algunas precisiones que creo se me escaparon al hacer la 
presentación. 


En primer lugar, cuando hablamos de costo hacemos referencia a la solución que menciona 
el proyecto de ley en el sentido de que estas licencias especiales no se descuenten del régimen 
ordinario de licencia. Este es un prerrequisito. Una solución podría ser que ellas se pudieran descontar. 
En realidad, lo que queremos es manejar alguna alternativa. Si estas licencias no son descontables, 
¿por qué tienen que ser abonadas por el empleador? Quizás una opción podría ser que fueran 
otorgadas pero no abonadas. Si entendemos que esto es importante desde el punto de vista social, 
también existen otras vías para remunerar estas licencias, como por ejemplo que puedan merecer 
prestaciones de seguridad social -a través del Banco de Previsión Social- o, inclusive, mediante fondos 
de la Junta Nacional de Empleo. ¿Qué quiero decir con esto? Aquí hay una cuestión de costos, que se 
carga al sector empresarial en la medida en que estas licencias especiales no se descuentan de la 
licencia ordinaria. 


Vuelvo a reiterar que establecer una ley de orden público para regular esta materia nos parece 
absolutamente inconveniente, porque esta es una asignatura natural de negociación colectiva y de 
negociación individual con los trabajadores. Por lo tanto, su consolidación en una ley aumenta la 
rigidez del mercado de trabajo. En definitiva, no nos parece la solución más conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera formular una pregunta al señor Mailhos porque seguramente hay 
algo que no entendí bien. 


Me pareció que al final de su primera intervención mencionó el pago anticipado como uno de 
los cuestionamientos a la ley; por lo menos, así lo entendí yo. Con toda franqueza, debo decir que no 
encuentro -no quiere decir que no exista- el artículo que pueda permitir interpretar eso. 


SEÑOR ALFIE.- Entendí lo mismo que el señor Presidente y tampoco veo que ello surja de la lectura 
del proyecto de ley. Lo que se me ocurrió pensar fue que sería para el caso de los jornaleros, que 
tienen que cobrar la licencia antes de irse, aunque no está establecido. 


Por otra parte, quisiera preguntar si esta licencia especial genera salario vacacional o no. No 
está establecido y me gustaría conocer la opinión de los invitados. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- ¿Se me pregunta lo que creo o lo que creo que va a suceder? Teniendo en 
cuenta la justicia laboral en la interpretación de la norma y el “in dubio pro operario”, no tengo la menor 
duda de que se va a pretender que sí, pero si la intención del Legislador es que no sea así, debería 
quedar expresamente de manifiesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, las expresiones de nuestros invitados nos despiertan 
interrogantes y, en algunos casos, certezas, lo que nos convocaría al debate; sin embargo, el 
mecanismo de funcionamiento de la Comisión no es ese, sino escuchar a los invitados y realizar las 
preguntas pertinentes, para luego debatir entre los señores Senadores a la hora de proseguir con el 
estudio del proyecto de ley. 


SEÑOR MAILHOS.- Simplemente quisiera realizar una aclaración. La ley no establece el pago 
anticipado, lo que ocurre es que el régimen general de licencia establece que debe ser abonada antes 
del goce de la misma. Si fuera así y se aplicara el régimen general, habría que tratar de que la 
liquidación de esa licencia se hiciera con los haberes del mes correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En mi opinión personal -no tiene por qué ser así- el espíritu de la ley apunta a 
que el trabajador pueda tener licencia en los casos previstos, pero no se trata de la licencia normal. De 
todos modos, ese será tema de debate. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- Con el mismo espíritu que animaba mis palabras hace unos instantes respecto 
de dos conceptos imprecisos -por lo menos desde nuestro punto de vista- quisiera hacer una 
aclaración. El inciso final del artículo 3% dice “Este plazo podrá reducirse cuando por razones de fuerza 
mayor”, etcétera, y vale la misma preocupación para ese concepto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese mismo texto figura en el artículo 6? y, con toda franqueza, debo decir que 
pensé que estaría en el planteo original de ustedes. 


SEÑOR GALLINAL.- Si bien es cierto que el término “similares” le quita precisión a la definición del 
tipo de exámenes o pruebas de que se trata, también es verdad que se establece una licencia especial 
de doce días por año como máximo. Esto significa que el estudiante podrá utilizar esos días para un 
examen, revisión o evaluación del modo que le parezca más conveniente, pero limitándose a ese lapso 
y sin poder pedir más días para otro examen. En la medida en que se cursen los estudios que se 
definen en el artículo, me parece que el término “similares” no complica la situación, en tanto hay un 
límite temporal. 


En otro orden, debo decir que al texto que manejan nuestros invitados, que es el que viene 
de la Cámara de Representantes, probablemente se le introduzcan algunas modificaciones que lo 
mejoren, en base a la Ley N* 16.104, que establece las licencias para los funcionarios públicos. En los 
artículos 33 y 34 de esa norma, se determina un conjunto de obligaciones de parte de los trabajadores, 


de manera tal que se acredite efectivamente que se rindieron los exámenes de acuerdo con un mínimo 
de aprobación, porque de lo contrario el estudiante podría eternizarse en sus estudios. Este planteo fue 
realizado por el señor Senador Alfie y creo que va a ser recogido por la Comisión, incorporando el texto 
de los artículos 33 y 34 de la Ley N* 16.104. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que en esta iniciativa hay más aspectos para analizar, pero en este momento no 
corresponde discutirlos. De todos modos, quiero destacar que la ley claramente terminaría penalizando 
-por ejemplo, a través de su sueldo- a un estudiante de determinada carrera que no sea afín al trabajo 
que realiza. En estos casos la cuenta se ajusta hacia atrás, por lo que terminamos con menores 
salarios de equilibrio, y el resultado final de esto es la emigración. En los hechos, estudiar algo que la 
empresa quiere es la condición natural para que el empresario esté dispuesto a otorgar la licencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Cámara Nacional de 
Comercio del Uruguay en esta Comisión y la información que nos han brindado. 


(Se retiran de Sala representantes de la Cámara de Industrias y de la Cámara Nacional de 
Comercio del Uruguay) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


